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INCIDENTE DE REPARACIÓN INTEGRAL/ Falta de prueba del perjuicio ocasionado/ El incidente no es el medio para procurar el pago de una deuda civil
“(…) se impone confirmar la sentencia proferida por la juez de primer nivel, no solo porque en verdad no se acreditó que efectivamente la señora NORALBA LEIVA MARTÍNEZ hubiese sido la propietaria del dinero prestado con el respaldo de la letra de cambio que se suscribió a su nombre como acreedora, sino que además, en criterio de la magistratura no es ella quien realmente resultó afectada con el ilícito, sino la señora GLORIA ELENA HERRERA RODRÍGUEZ en calidad de deudora. Y además de ello, porque no es este el mecanismo procesal indicado para obtener el pago de la obligación de origen civil contenida en el referido título valor.”   
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  ACTA DE APROBACIÓN No 
  SEGUNDA INSTANCIA
	Fecha y hora de lectura: 
	Febrero 02 de 2016, 8:57 a.m.

	Imputado: 
	Édgar Páez Ríos

	Cédula de ciudadanía:
	19´330.155 expedida en Pereira (Rda.)

	Delito:
	Falsedad en documento privado

	Víctima:
	Noralba Leiva Martínez

	Procedencia:
	Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Pereira (Rda.)

	Asunto:
	Se decide apelación interpuesta por la apoderada de la víctima contra la sentencia de diciembre 09 de 2015, por medio de la cual se absolvió al condenado del pago de perjuicios. SE CONFIRMA


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, pronuncia la decisión en los siguientes términos:

1.- hechos Y precedentes

La situación fáctica jurídicamente relevante y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, se pueden sintetizar en los siguientes términos:

1.1.- En el proceso surtido contra el señor ÉDGAR PÁEZ RÍOS por el delito de falsedad en documento privado, el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Pereira (Rda.) emitió sentencia de condena en junio 03 de 2014, en virtud de la aceptación de cargos realizada por el judicializado en la formulación de imputación, determinación en la cual se le impuso la pena de prisión de 8 meses, y se le concedió el subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la pena. 
1.2.- Luego de darse lectura a esa decisión, contra la misma no se interpuso recurso de apelación y adquirió firmeza. En ese mismo acto, la apoderada de la víctima solicitó a la juez fijar fecha y hora para dar comienzo al incidente de reparación integral, con el propósito de que a su representada NORALBA LEIVA MARTÍNEZ le fueran resarcidos los daños causados con la conducta criminal.
1.3.- En audiencia de abril 20 de 2015 la togada fijó sus pretensiones económicas en $40´309.730.82, correspondientes al capital ($12´000.000) más intereses de plazo de septiembre 20 de 2005 a diciembre 06 de 2006, y moratorios desde diciembre 06 de 2006 hasta el momento en que se efectúe el pago. 
Se abrió la opción para la conciliación pero los resultados fueron infructuosos.
1.4.- En diligencia de junio 26 de 2015 las partes reiteraron que no existía ánimo conciliatorio y anunciaron las pruebas que aportarían a la actuación.
1.5.- En audiencia de diciembre 09 de 2015 se llevó a cabo la práctica probatoria, se escucharon los alegatos, y se emitió la correspondiente determinación, en la cual la funcionaria cognoscente se abstuvo de condenar en perjuicios al señor PÁEZ RÍOS, y al efecto argumentó: (i) si bien la conducta realizada afectó de manera directa a la señora NORALBA LEIVA MARTÍNEZ, y pese a que el procesado aceptó los cargos, para poder emitir una condena de reparación integral era necesario demostrar que efectivamente la suma reclamada mediante la letra de cambio en la que ella figura como acreedora, y en la cual fue falsificada su firma para presentar demanda ejecutiva, verdaderamente le pertenecía, pero en el trámite no se probó esa situación, y en cambio la apoderada del sentenciado acreditó con recibos y con prueba testimonial que esa cifra la prestó el señor ÉDGAR PÁEZ RÍOS con recursos que obtuvo de su trabajo en el Ministerio de Defensa.

1.6.- La apoderada de la víctima no estuvo de acuerdo con esa decisión y la impugnó, motivo por el cual pasó a sustentar la alzada en los siguientes términos:

Si bien es cierto la señora GLORIA ELENA no asistió a declarar, si se probó que la señora NORALBA LEIVA sufrió perjuicios con la conducta realizada por el procesado, incluso, porque ella vivía en la ciudad de Canadá y le tocó hacer varios viajes para poder asistir a la audiencias.
No es cierto que el préstamo se haya hecho con dinero del señor ÉDGAR PÁEZ RÍOS, puesto que esa suma era de propiedad de la señora NORALBA LEYVA, producto de su trabajo como odontóloga general para el servicio del Estado, por el cual recibía una muy buena remuneración.
El proceso existió en el Juzgado Civil Municipal, la deuda fue pagada por la señora GLORIA ELENA, y dicho dinero fue prestado por la señora NORALBA LEYVA MARTÍNEZ.
1.7.- La togada que representa los intereses del judicializado indicó que en su criterio el recurso debe declararse desierto. No obstante señaló que la apoderada de la víctima hace referencia a unos perjuicios que no fueron solicitados dentro del incidente de reparación integral, y a otros asuntos que no tienen ninguna relación con el asunto que se debatió
La representante de la señora NORALBA LEIVA MARTÍNEZ tenía la obligación de hacer comparecer a su testigo, toda vez que fue notificada de la diligencia con la suficiente antelación.
Se acreditó en debida forma con los testimonios recaudados y con la documentación que se aportó, que la señora LEIVA MARTÍNEZ ni laboraba para la época de 1997 ni tenía ingresos económicos con los que pudiera hacer el préstamo al que se hace referencia en el proceso, y precisamente por ello no se le causó perjuicio alguno por el hecho de que su defendido haya cobrado el dinero correspondiente a la letra de cambio, toda vez que le pertenecía exclusivamente a él; por tanto, solicita que la decisión proferida sea confirmada en su integridad.
1.8.- La juez de instancia concedió la apelación en el efecto suspensivo para ante esta Sala de Decisión Penal, con el fin de desatar la alzada. 
2.- Para resolver, se considera

2.1.- Competencia

La tiene esta Colegiatura de conformidad con los factores objetivo, territorial y funcional a voces de los artículos 20 y 34.1 de la Ley 906 de 2004.

2.2.- Problema jurídico
Corresponde definir a la Colegiatura si la decisión que negó las pretensiones indemnizatorias se encuentra ajustada a derecho, o si por el contrario, hay lugar a revocarla y a emitir un fallo de condena que ordene el pago de los perjuicios reclamados.
2.3.- Solución a la controversia

Lo primero que debe decir la Sala es que a pesar de que la sustentación del recurso no fue la más ortodoxa, puesto que la impugnante no esgrimió argumentos que debatan el fundamento de la determinación adoptada por la funcionaria de primer nivel, es decir, no expresó de manera concreta sus razones de disenso, no se declarará desierto el recurso como lo solicita la togada que representa los intereses del procesado, puesto que de las manifestaciones realizadas por la apelante por lo menos sí logra extraerse que su inconformidad está centrada en que se revoque la absolución y se emita una condena por los perjuicios que asegura le fueron causados a su poderdante.

En ese sentido, desde ya debe expresar el Tribunal que no puede ser de recibo la solicitud de la recurrente, y contrario a ello, la determinación adoptada por la primera instancia debe confirmarse, por las razones que pasan a exponerse a continuación:

Es cierto que en la letra de cambio que fue objeto de falsedad quien figura como acreedora de la misma es la señora NORALBA LEIVA MARTÍNEZ, por lo que en principio lo que debería pensarse es que con la conducta ilícita desplegada por el judicializado PÁEZ RÍOS se atentó no solo contra la fe pública sino también contra el patrimonio de esta ciudadana, por cuanto se obtuvo el pago del dinero que figuraba en ese título valor; sin embargo, de conformidad con las pruebas aportadas al incidente, tal como lo concluyó la juez de primer nivel, no se acreditó que verdaderamente el capital prestado fuera de propiedad de la señora LEIVA MARTÍNEZ, puesto que se allegaron medios de conocimiento que generan duda al respecto, y dan a entender que el verdadero dueño de esos recursos era el aquí sentenciado.
Al efecto se cuenta con un recibo de liquidación de prestaciones que fueron pagadas al señor ÉDGAR PÁEZ RÍOS en su condición de Teniente Coronel del Ejército. Así mismo, con la declaración de la señora ELSA MARINA PÁEZ CASTELLANOS, quien trabajaba con la señora GLORIA ELENA HERRERA RODRÍGUEZ, la cual indicó que le constaba que el dinero que fue prestado a ésta no era de propiedad de NORALBA sino del señor ÉDGAR, pese a que la letra de cambio se diligenció a favor de aquélla.

En similar sentido declaró el Dr. MARIO QUICENO CEBALLOS, quien señaló que tenía conocimiento acerca de que la cantidad cobrada a la señora GLORIA ELENA era de ÉDGAR PÁEZ, como producto del trabajo que tenía como Teniente Coronel del Ejército, y que no era la única acreencia que éste había puesto a nombre de quien en ese entonces era su esposa, ya que él se desempeñaba como oficial del Ejército y prefería no verse involucrado en ese tipo de negocios.
Siendo así, ante la incertidumbre generada acerca de si verdaderamente la señora NORALBA LEIVA era la real propietaria de la suma reclamada a GLORIA ELENA HERRERA RODRÍGUEZ, hacía inviable emitir una sentencia de condena por perjuicios causados a ésta. 
De igual forma, tal como lo indicó la falladora, muy probablemente con el testimonio de deudora GLORIA ELENA HERRERA se hubiesen podido aclarar muchas dudas al respecto, pero desafortunadamente la apoderada de la víctima no la trajo para rendir su testimonio, pese a que la solicitó dentro de sus pruebas.   
Sea como fuere, el Tribunal posee un argumento adicional para declarar improcedente la condena en perjuicios que se pretende por la vía del presente incidente, y es el siguiente:

En criterio de la Corporación la verdadera afectada con la actuación desplegada por el sentenciado fue la citada GLORIA ELENA HERRERA, como quiera que de no haber sido por la maniobra realizada por el sentenciado PÁEZ RÍOS, ella no hubiera tenido que pagar coercitivamente el dinero que adeudaba, ya que según se infiere de los hechos que fueron objeto de la investigación, la señora NORALBA nunca tuvo la intención de hacer efectiva esa letra de cambio, ya que incluso se sorprendió cuando supo que se había presentado una demanda con fundamento en ese título valor.
Pero más a más, tampoco considera el Tribunal que el incidente de reparación integral sea la vía adecuada para obtener el pago de una obligación civil insoluta, puesto que quien aquí se considera víctima (la acreedora NORALBA LEIVA -según el título valor-) tenía expedita la jurisdicción ordinaria para dejar sin efectos el proceso adelantado con fundamento en el documento que fue objeto de falsedad; y, luego de ello, adelantar el correspondiente proceso ejecutivo ante la jurisdicción civil como correspondía.
En conclusión, se impone confirmar la sentencia proferida por la juez de primer nivel, no solo porque en verdad no se acreditó que efectivamente la señora NORALBA LEIVA MARTÍNEZ hubiese sido la propietaria del dinero prestado con el respaldo de la letra de cambio que se suscribió a su nombre como acreedora, sino que además, en criterio de la magistratura no es ella quien realmente resultó afectada con el ilícito, sino la señora GLORIA ELENA HERRERA RODRÍGUEZ en calidad de deudora. Y además de ello, porque no es este el mecanismo procesal indicado para obtener el pago de la obligación de origen civil contenida en el referido título valor.   
3.- DECISIÓN

Por lo discurrido, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la providencia objeto de impugnación.  
Contra esta decisión no procede el recurso extraordinario de casación, en atención a la cuantía de las pretensiones.
Notifíquese y cúmplase
Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
        JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
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